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Popayán Cauca, 30 de noviembre de 2021 

 
Señor (a): 

JUEZ ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE POPAYÁN (Reparto) 

ESD 

 
Asunto: medio de control de reparación directa por desaparición forzada. 

 

Cordial saludo. 

 
Respetuosamente formulo medio de control de reparación directa en los siguientes términos: 

 

I.- Identificación de las partes 

 

1.1.- Parte demandante y su apoderado 
 

Parte demandante: ANDRÉS FELIPE ADARME BOLAÑOS, identificado con NUIP. 1.145.524.005, 

quien actúa representado por su madre, la señora ELSI BIBIANA BOLAÑOS LARA, identificada 

con cédula de ciudadanía No. 34.674.681, con domicilio y residencia en el Municipio de Popayán, 
Cauca.  

 

Apoderado: WILLIAM HENZCER GÓMEZ GÓMEZ, identificado con cédula de ciudadanía No. 

12.747.768, con domicilio y residencia en el municipio de Popayán, Cauca, abogado inscrito y en 
ejercicio, con TP. 236.517 del CSJ (ver poder a folios 7 y 8, registro civil de nacimiento a fl. 12). 

 

1.2.- Parte demandada 

 
NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL, entidad de derecho público, 

representada legalmente por el señor ministro o quien haga sus veces. 

 

II.- HECHOS 

 
En síntesis, los hechos se relacionan con la desaparición forzada de la que fue víctima el señor 

CARLOS FELIPE ADARME QUINCHÚA, en hechos ocurridos en el Municipio de El Bordo, Cauca, el 

día 23 de noviembre de 2019, donde estuvieron involucrados varios agentes de la Policía 

Nacional. Con fundamento en pruebas recaudadas por la misma Policía Nacional, la fiscalía 
General de la Nación imputó el delito de desaparición forzada a dichos funcionarios públicos, 

proceso penal que se encuentra en trámite. Este daño antijurídico afectó material e 

inmaterialmente a mi representado, lo cual ha motivado la presentación de esta demanda.  

 
De forma detallada, los hechos son los siguientes: 

 

Hechos relacionados con el daño antijurídico 

 

1. De acuerdo al escrito de acusación de la Fiscalía 4 de Derechos Humanos y DIH de 
Popayán, dentro del expediente con radicado No. 2019-471, el día 23 de noviembre de 

2019 los señores CARLOS FELIPE ADARME QUINCHÚA y MARCO TULIO CORTÉZ VIVEROS 

se desplazaban en motocicleta por la vía panamericana desde el municipio de Popayán 

hasta el municipio de Sucre, Cauca (véase folios 14 a 46). 
 

2. A la salida del municipio de El Bordo, Cauca, en el sector conocido como La Novillona, 

estas personas fueron interceptadas por el Intendente Miguel Ángel Méndez Bernal y el 

Patrullero Andrey Murillo Guerrero, Policías adscritos a la estación de Policía de El Bordo, 
Cauca. 

 

3. De acuerdo a la Fiscalía, estos uniformados privaron de la libertad a los señores CARLOS 

FELIPE ADARME QUINCHÚA y MARCO TULIO CORTÉZ viveros y los desaparecieron, sin 
que hasta el momento se sepa de su paradero. 
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4. De acuerdo a la investigación realizada por la Fiscalía, este delito fue cometido con otras 

personas que se movilizaban en un vehículo tipo camioneta marca Toyota. 
 

5. Por estos hechos, los oficiales Méndez Bernal y Murillo Guerrero fueron imputados por la 

presunta comisión del delito de desaparición forzada agravada en calidad de coautores en 

modalidad dolosa. En palabras de la Fiscalía,  
 

“(…) por cuanto los integrantes de la policía nacional en servicio activo y valiéndose 

de las funciones de su cargo conocían que sometían a los señores CARLOS FELIPE 

ADARME QUINCHÚA y MARCO TULIO CORTÉZ VIVEROS a privación de su libertad 
simulando un retén propio de su actividad policial, entregándoselos a sujetos 

desconocidos que se movilizaban en una camioneta de gama alta, color gris oscuro, 

quienes los obligaron a subir a dicho vehículo, desviándose por la carretera que 

conduce hacia La Fonda – Patía con rumbo desconocido, para su posterior 

ocultamiento, sin que hasta la fecha se haya reconocido dicha privación, ni dado 
información sobre su paradero, sustrayéndolos del amparo de la ley, y quisieron 

realizar dichos actos.” 

 

6. Con posterioridad a estos hechos, el Patrullero José David Devia Hernández (q.e.p.d.), 
quien al parecer estuvo vinculado con lo ocurrido, se suicidó. A través de un mensaje de 

WhatsApp, que hace parte del expediente penal (folios 74-76), el extinto oficial le 

comunicó lo siguiente a una Patrullera compañera de trabajo en relación con los hechos 

de la desaparición:  
 

“Nop (sic) me deje sola a María Alejandra y a victoria ayúdeme a peliarles la 

pensión seguros y etc. Murillo y el it. fueron los de esa pendejada la información la 

dio murillo. Y el it me llevó. Murillo sabe quién se llevó a esos manes. (…) Por que 
la vida es así. No lo sé solo estoy muy arrepentido de lo que hicimos yo no7 (sic) 

quería. Pero ya lo hecho hecho. Por fa por protección de mi hija y aleja solo 

muéstrale esto al mayor. Siempre seré policía siempre. Mil perdones …” 

 

Esta es una de las tantas pruebas que vinculan a los oficiales con la comisión de la 
conducta punible imputada y que constituye el daño antijurídico por el cual se formula 

esta demanda.  

 

7. En el expediente penal existen muchas otras pruebas recaudadas por la misma Policía 
Nacional bajo la dirección de la fiscalía y que permiten imputar el daño al Estado a título 

de falla del servicio. 

 

Hechos relacionados con los perjuicios materiales 
 

8. El menor ANDRÉS FELIPE ADARME BOLAÑOS, identificado con NUIP. 1.145.524.005, de 

13 años de edad, es hijo del señor CARLOS FELIPE ADARME QUINCHÚA (ver folio 12). 

 

9. El señor ADARME QUINCHÚA era un padre responsable de las obligaciones económicas 
para con su hijo, pero, más allá de eso, era un buen padre de familia. Era afectuoso, 

cariñoso, buen consejero de su hijo. Compartían muchos momentos juntos en familia y 

disfrutaban de su vida en el marco de esa relación. 

 
10. En cuanto al soporte económico, el padre del menor destinaba una suma aproximada de 

QUINIENTOS MIL PESOS ($500.000) para los gastos de su hijo, producto de su trabajo 

como comerciante distribuidor de servicios de telecomunicaciones en el municipio de 

Sucre, Cauca. 
 

11. Existe la obligación legal de que el padre asista económicamente a su hijo hasta los 18 

años de edad, o 25 años si estudia.  

 
12. Por la pérdida de su padre, el menor ha dejado de recibir esos ingresos desde noviembre 

de 2019. Han transcurrido 24 meses hasta la fecha, por lo que se ha causado un lucro 

cesante consolidado de DIEZ MILLONES DE PESOS ($10.000.000). 
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13. A futuro, el menor dejará de recibir dicho ingreso hasta los 25 años de edad, lo que suma 

un periodo de 144 meses. En consecuencia, la suma por concepto de lucro cesante futuro 
aproximada sería de SETENTA Y DOS MILLONES DE PESOS (72.000.000). 

 

Hechos relacionados con los perjuicios inmateriales 

 
14. La pérdida de su padre ha causado un profundo dolor y aflicción al menor ANDRÉS FELIPE 

ADARME BOLAÑOS. 

 

15. El menor también perdió la posibilidad de disfrutar de los derechos constitucional y 
convencionalmente amparados relacionados con la pérdida de su padre, en especial, el 

derecho a tener una familia, recibir una buena educación, la recreación, los cuales, en 

este caso, tienen prevalencia constitucional según el artículo 44 de la Carta..  

 

III.- PRETENSIONES 
 

Con base en los anteriores hechos, se formulan las siguientes pretensiones: 

 

PRIMERA: declarar que la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL es 
patrimonialmente responsable por el daño antijurídico causado al señor CARLOS FELIPE ADARME 

QUINCHÚA en el municipio de El Bordo, Cauca, el día 23 de noviembre de 2019, consistente en 

la desaparición forzada de la que fue víctima por parte de miembros de la Policía Nacional. 

 
Como consecuencia de lo anterior, solicito que se despachen favorablemente las siguientes o 

similares pretensiones: 

 

SEGUNDA: condenar a la entidad accionada a pagar al menor ANDRÉS FELIPE ADARME 
BOLAÑOS la suma de ($82.000.000), por concepto de perjuicios materiales en la modalidad de 

lucro cesante, consolidado y futuro, o a la mayor suma que se demuestre en el proceso judicial, 

debidamente indexados a la fecha de pago. 

 

TERCERA: condenar a la entidad demandada a pagar al menor ANDRÉS FELIPE ADARME 
BOLAÑOS la suma de CUATROCIENTOS (400) SMLMV, a título de perjuicio moral. 

 

CUARTA: condenar a la entidad accionada a pagar al menor ANDRÉS FELIPE ADARME BOLAÑOS 

la suma de CIEN (100) SMLMV, por concepto de daño a bienes convencional y 
constitucionalmente amparados. 

 

QUINTA: como medidas de justicia restaurativa, condenar a la entidad demandada a realizar un 

acto conmemorativo público de petición de disculpas al menor ANDRÉS FELIPE ADARME 
BOLAÑOS por la desaparición forzada de la que fue víctima su padre, publicar la sentencia en la 

página de la Policía Nacional y difundir la misma en todas las escuelas de formación adscritas al 

Ministerio de Defensa. 

 

IV.- FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

4.1.- Responsabilidad patrimonial de la Policía Nacional a título de falla del servicio 

 

El artículo 90 de la Constitución Política de Colombia consagra el deber estatal de reparar los 
perjuicios derivados del daño antijurídico causado por la acción u omisión de sus agentes, como 

ocurrió en este caso. El artículo 2 de la Carta señala, por su parte, que las autoridades del Estado 

están para proteger la vida, honra y bienes de las personas. 

 
En el presente caso, los miembros de la Policía Nacional hicieron todo lo contrario a sus deberes 

constitucionales y legales. Se trató de un evento donde unos miembros de esa institución que, 

aprovechando su condición de Policías -según voces de la Fiscalía con base en pruebas aportadas 

por la misma Policía Nacional- y utilizando recursos logísticos de la institución, se desviaron de su 
mandato constitucional de garantizar los derechos fundamentales de estas personas. Sin 

mayores discusiones, el daño antijurídico es imputable al Estado a título de falla del servicio. 
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El padre de mi representado fue víctima del delito de desaparición forzada. Se trata de uno de 

los delitos más graves contemplados en el Código Penal, que tiene fundamento en tratados de 
derecho internacional público de derechos humanos y derecho internacional humanitario. 

 

Primero, puede catalogarse como un caso de grave violación a los derechos humanos como la 

libertad, integridad personal y la vida, consagrados en varios instrumentos internacionales. En el 
sistema universal de Naciones Unidas podemos mencionar los siguientes: Declaración Universal 

de los Derechos Humanos, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Convención contra 

la tortura y otros tratos crueles, inhumanos y degradantes; mientras que, en el Sistema 

Interamericano están la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, la 
Convención Americana de Derechos Humanos y la Convención Interamericana para prevenir y 

sancionar la tortura. 

 

Segundo, cabe la calificación de grave infracción al derecho internacional humanitario. El artículo 

3° común a los IV Convenios de Ginebra le da a la población civil el estatus de persona 
protegida. En ese sentido, el señor ADARME QUINCHÚA, al ser una persona totalmente ajena a 

las hostilidades, gozaba del derecho de indemnidad absoluta frente a cualquier tipo de acto que 

pudiera causarle un daño por parte de uno de los actores del conflicto (en este caso, de la Policía 

Nacional). Al ser víctima de desaparición forzada, se infringió el principio de distinción del DIH. 
 

Además, de acuerdo al Estatuto de Roma, otras calificaciones jurídicas reprochables pueden 

hacerse a la luz del DIH. Primero, cualquier infracción al derecho internacional humanitario se 

califica como crimen de guerra. Adicional a ello, teniendo en cuenta que en Colombia ya se han 
presentado múltiples casos de desaparición forzada donde se han visto involucrada la fuerza 

pública (patrón de generalidad), y que estos han sido planeados y organizados con utilización de 

materiales y logística propia del Estado (patrón de sistematicidad), este delito se puede catalogar 

como crimen de lesa humanidad. 
 

Si bien el juez administrativo NO es competente para decidir que en este caso se cometió un 

delito, de acuerdo a la Corte Interamericana de Derechos Humanos el juez sí puede usar el DIH 

como criterio de interpretación para definir la responsabilidad del Estado cuando en el daño se 

ven involucrados agentes del Estado que afectan a la población civil. 
 

Por lo expuesto, el daño antijurídico concretado en la desaparición forzada del señor ADARME 

QUINCHÚA es imputable al Estado a título de falla del servicio, por los hechos constitutivos de 

desaparición forzada que configuran una grave violación a los derechos humanos e infracción al 
derecho internacional humanitario. 

 

4.2.- Fundamentos de derecho sobre las pretensiones de reparación 

 
• Acerca del perjuicio moral 

 

De acuerdo a las sentencias de unificación del Consejo de Estado de 28 de agosto de 2014, 

cuando el daño antijurídico consista en la muerte, la regla general es que se debe reconocer la 

suma de 100 SMLMV para el hijo de la víctima.  
 

Sin embargo, esta regla admite una excepción: cuando los supuestos fácticos encuadren en una 

grave violación a los derechos humanos y/o infracción al DIH, la suma puede incrementarse 

hasta el triple. En el presente caso, el proceso penal se lleva precisamente por una fiscalía 
encargada de este tipo de hechos (Fiscalía 4ª de Derechos Humanos e Infracciones al DIH de 

Popayán), por el delito de desaparición forzada. Es decir, se dan los requisitos para que en la 

reparación se aplique la regla de excepción y no la regla general, esto es, que se reconozcan 400 

SMLMV y no 100. 
 

• Sobre la reparación por violación a derechos constitucional y convencionalmente 

amparados 

 
De acuerdo a la misma sentencia de unificación, cuando se demuestre el daño por violación a 

otros derechos consagrados en los tratados internacionales de derechos humanos o en la 

Constitución Política, proceden medidas de reparación no pecuniarias o de justicia restaurativa. 
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Esa es la regla general, pero también admite una excepción: si esas medidas no fueren 

suficientes para reparar el daño, se reconocerán hasta 100 SMLMV. 
 

En el presente asunto, el menor ANDRÉS FELIPE ADARME BOLAÑOS, además del perjuicio moral, 

ha sufrido la violación de otros derechos, en especial el de tener una familia (art. 42 de la Carta). 

Además, como menor de edad, esos derechos tienen prevalencia constitucional (art. 44). 
Obviamente, el hecho de perder a su padre afectó todo otro grupo de derechos que se podrían 

derivar de la ausencia de quien emocional y económicamente aportaba a su sano crecimiento: 

los derechos a compartir sanos momentos de recreación y contar con el apoyo de un padre para 

los momentos felices, pero también tristes de la vida, se truncaron para siempre para el menor 
ADARME BOLAÑOS en relación con su padre. Él tiene una madre afectuosa que le brinda amor y 

respaldo, pero el amor y apoyo económico que le brindaba su padre se frustró de forma 

definitiva. 

 

Por lo anterior, si bien se piden medidas de reparación no pecuniarias como medida de justicia 
restaurativa, se considera que las circunstancias en que ocurrieron los hechos son de tal 

gravedad, que ameritan el reconocimiento adicional de una suma de dinero. Es por ello que se ha 

pedido la suma de 100 SMLMV por concepto de violación de los derechos constitucional y 

convencionalmente amparados. 
 

V.- Estimación razonada de la cuantía 

 

La cuantía se determina por la pretensión mayor de los perjuicios materiales. En este caso, estos 
corresponden al lucro cesante por la pérdida de ingresos del menor ANDRÉS FELIPE ADARME 

QUINCHÚA ante la muerte de su padre. El valor se ha estimado de la siguiente manera:  

 

Lucro cesante consolidado 
 

• Periodo transcurrido desde la desaparición del padre del menor hasta la fecha de 

radicación de la demanda: 24 meses. 

• Suma de dinero mensual que destinaba el padre al sostenimiento del menor: $500.000 

• Lucro cesante consolidado = 24 x $500.000 = $ 12.000.000 
 

Lucro cesante futuro 

 

Edad del menor en la actualidad: 13 años. 
 

• Periodo estimado desde la demanda hasta el momento en que el menor cumpla 25 años: 

144 meses. 

• Suma de dinero mensual que destinaba el padre al sostenimiento del menor: $500.000 
• Lucro cesante futuro: 144 x $ 500.000 = $72.000.000 

 

Valor total por lucro cesante: OCHENTA Y DOS MILLONES DE PESOS ($82.000.000), 

equivalentes a NOVENTA (90,25) SMLMV. 

 
Por los factores de competencia de cuantía, territorio, funcional y naturaleza del asunto, un juez 

administrativo de Popayán puede conocer del presente asunto en primera instancia. 

 

VI.- Pruebas y anexos 
 

6.1.- Documentales aportadas 

 

Adjunto las siguientes: 
 

• Copia del registro civil de nacimiento del menor ANDRÉS FELIPE ADARME BOLAÑOS. 

• Copia del expediente del proceso penal. Se adjuntan varias carpetas, ya que por su 

tamaño no era posible presentarlas en un solo documento. 
• Poder para actuar. 

• Prueba de envío de la demanda a la Policía Nacional y radicación en la ANDJE (folio 98). 

• Constancia de agotamiento del requisito de procedibilidad (folio 9). 
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6.2.- Documentales pedidas 
 

Solicito que se oficie a la Fiscalía 4 de Derechos Humanos y DIH de Popayán y al Juzgado 2° 

penal del circuito especializado de Popayán (j02pespayan@cendoj.ramajudicial.gov.co) para que 

remitan copia del expediente identificado con el radicado 195326000619201900471, donde una 
de las víctimas fue el señor CARLOS FELIPE ADARME QUINCHÚA. 

 

VII.- Dirección para notificaciones 

 
• A la parte demandante y su apoderado: se aceptan comunicaciones y notificaciones 

expresamente a los siguientes correos electrónicos: solucionesjuridicas.com@hotmail.com 

y williamgg@unicauca.edu.co Celulares: 314.6776667 y 317.6711299. 

 

• A la parte demandada: POLICÍA NACIONAL. decau.asjur@policia.gov.co; 
decau.notificacion@policia.gov.co  

 

Atentamente, 

 

 
WILLIAM HENZCER GÓMEZ GÓMEZ 
CC. 12.747.768 

TP. 236.517 del CSJ 

mailto:j02pespayan@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:solucionesjuridicas.com@hotmail.com
mailto:williamgg@unicauca.edu.co
mailto:decau.asjur@policia.gov.co
mailto:decau.notificacion@policia.gov.co
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CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 
 

PROCURADURÍA 74 JUDICIAL I PARA ASUNTOS ADMINISTRATIVOS 
 

Radicación N.° 443 - 065 del 16/07/2021 
 
Convocante (s): ELSI BIBIANA BOLAÑOS LARA en representación 

del menor ANDRÉS FELIPE ADARME BOLAÑOS 
 
Convocado (s): NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA 

NACIONAL  
 
Medio de control:  REPARACIÓN DIRECTA 
  

 
 
En los términos del artículo 2.o de la Ley 640 de 2001, en concordancia con lo 
dispuesto en el parágrafo 2° del artículo 2.2.4.3.1.1.6 del Decreto 1069 de 2015, la 
Procuradora 74 Judicial I para Asuntos Administrativos expide la siguiente  

 
 

CONSTANCIA: 
 
 

1. ELSI BIBIANA BOLAÑOS LARA, identificada con cédula de ciudadanía No. 

34.674.681, quien actúa en nombre y representación del menor ANDRÉS 

FELIPE ADARME BOLAÑOS, identificado con NUIP. 1.145.524.005, 

actuando por intermedio de apoderado presentó solicitud de conciliación 

extrajudicial el dieciséis (16) de julio de 2021 siendo convocada la NACIÓN 

– MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL. 

2. La parte convocante acude al presente trámite a fin de llegar a un acuerdo 
respecto de las siguientes pretensiones:  

http://www.procuraduria.gov.co/portal/index.jsp
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“PRIMERA: que la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA 
NACIONAL reconozca su responsabilidad por el daño antijurídico causado 
al señor CARLOS FELIPE ADARME QUINCHÚA en el municipio de El 
Bordo, Cauca, el día 23 de noviembre de 2019, cuando unos miembros de 
la Policía Nacional participaron como coautores en su desaparición forzada, 
sin que hasta el momento se conozca su paradero. 

Como consecuencia de lo anterior, formulo las siguientes peticiones: 

SEGUNDA: que la entidad convocada pague al menor ANDRÉS FELIPE 
ADARME BOLAÑOS la suma de ($82.000.000), por concepto de perjuicios 
materiales en la modalidad de lucro cesante, consolidado y futuro, 
debidamente indexados a la fecha de pago. 

TERCERA: que la entidad convocada pague al menor ANDRÉS FELIPE 
ADARME BOLAÑOS la suma de CUATROCIENTOS (400) SMLMV, a título 
de perjuicio moral. 

CUARTA: que la entidad convocada realice un acto conmemorativo público 
de petición de disculpas al menor ANDRÉS FELIPE ADARME BOLAÑOS 
por la muerte de su padre. 

QUINTA: que la entidad convocada divulgue al interior de dicha institución 
el acuerdo conciliatorio donde se reconozca su responsabilidad por el daño 
antijurídico causado, de lo cual se informará a mi poderdante”. 

3. El día de la audiencia celebrada de manera no presencial el 30 de agosto 
de 2021 a las 3:30 p.m., la conciliación se declaró fallida ante la falta de 
ánimo conciliatorio de la entidad convocada.  
 

4. De conformidad con lo anteriormente expuesto, se da por agotado el 
requisito de procedibilidad exigido para acudir a la jurisdicción de lo 

http://www.procuraduria.gov.co/portal/index.jsp
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contencioso administrativo, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 35 y 
37 de la Ley 640 de 2001, en concordancia con lo establecido en el artículo 
161 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo – CPACA.   
 

5. En los términos de la Ley 640 de 2001, en concordancia con lo establecido 
en el Decreto 1069 de 2015, la constancia se remitirá al apoderado de la 
parte convocante por correo electrónico. 

 
 
 
Dada en Popayán, a los treinta (30) días del mes de agosto del año 2021  

 
 

 
_______________________________________________ 

 MARIA ALEJANDRA PAZ RESTREPO  
Procuradora 74 Judicial I para Asuntos Administrativos 
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Impresión de pantalla con el que se demuestra el envío previo de la 

demanda a la POLICÍA NACIONAL y a la AGENCIA NACIONAL PARA LA 

DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO. 

(nov. 30 de 2021) 
 

 
 

Respuesta automática: TRASLADO DEMANDA 
Agencia <agencia@defensajuridica.gov.co> 
Mar 30/11/2021 1:12 PM 

Para: 

Bogotá D. C.  

Respuesta automática: TRASLADO DEMANDA 

Agencia <agencia@defensajuridica.gov.co> 

Mar 30/11/2021 1:12 PM 

Bogotá D. C.  

La Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado acredita por este medio la recepción de su correo enviado a la cuenta agencia@defensajuridica.gov.co. Se advierte que la información 

contenida en el mismo será verificada por el área encargada.  

Lo anterior en cumplimiento de lo establecido en el Decreto 806 del 4 de junio de 2020 y Código General del Proceso (Ley 1564 de 2012). 
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